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introducción
El significado que cada sociedad le otorga al trabajo admite más de una perspectiva de análisis, según se lo examine por su contribución a los cambios en términos de la generación de valor, por su impacto sobre la construcción de las subjetividades y de las identidades, o por su repercusión como mecanismo de integración y cohesión social.
El trabajo, tal cual lo conocemos, no siempre ha determinado el orden social. Al plantear el interrogante sobre sus significados, no podemos pasar por alto que ello supone enfrentarnos, como señala Méda (1995, 2015), a una categoría histórica, resultado de una construcción social. Esto obliga a precisar el anclaje de las reflexiones actuales y conectarlas con sus referencias históricas. En efecto, la confrontación de los diversos significados del trabajo constituye una instancia crítica de revisión del legado de la economía política clásica del siglo XIX y del industrialismo del siglo XX, requiriendo para resignificarlo la posibilidad de verlo tanto frente a lo que actualmente permanece como lo que está en ruptura con ese legado.
Pero, sin duda, y más allá del concepto y su permanente transformación, el empleo, el trabajo o la ocupación que se de​sempeña en una sociedad y en un momento histórico determinado siempre se trata de una dimensión que otorga al sujeto una identidad, un rol social y, sobre todo, se constituye como un espacio de “ciudadanía” en el sentido de portador de derechos. A los derechos de autonomía individual frente al poder del Estado y de participación en las decisiones públicas, se agregaron los denominados derechos económicos, sociales y culturales, que responden a la igualdad, la solidaridad y la no discriminación. Entre ellos, se reconocieron y consagraron los derechos al trabajo, a un nivel de vida adecuado, a la salud, la alimentación, el vestido, la vivienda, la educación, la seguridad social y otros.

El trabajo es, además, el principal víncu​lo entre la economía y el bienestar de los hogares; para casi el 80% de ellos, es la principal fuente de ingresos. La dinámica y las instituciones que actúan en el mercado de trabajo son el principal nexo entre la esfera económica y productiva y los hogares. Hay un impacto del modelo productivo dominante (la especialización elegida o la heterogeneidad estructural) y la inserción internacional sobre la generación de empleo, el tipo, el nivel y la dinámica de los ingresos salariales; la proporción en que estos logran participar del ingreso total de la economía se convierte en un aspecto esencial para la sustentabilidad económica y social.

No puede soslayarse que el trabajo asalariado aún es el fundamento principal de la ciudadanía como “vehícu​lo concreto sobre cuya base se erigen los derechos y deberes sociales, las responsabilidades y el reconocimiento, al mismo tiempo que las sujeciones y coacciones” (Castel, 1997).


El empleo y los salarios juegan un papel fundamental a la hora de analizar las de​sigualdades. La mayoría de los organismos internacionales explican el aumento de la inequidad –aunque reconociendo la multiplicidad de dimensiones y factores que actúan– por la pérdida de la participación del ingreso del trabajo y de los trabajadores en las rentas nacionales. La de​sigualdad es un fenómeno que se vincula estrechamente con la calidad y cantidad del empleo, la distribución del ingreso entre capital y trabajo y la institucionalidad laboral, entre otras dimensiones.

Este capítulo intenta de​sarrollar las relaciones de determinación entre el trabajo, el empleo, sus instituciones y las políticas que se implementan ante la de​sigualdad económica y social. Primero, desarrollaremos una perspectiva conceptual e internacional para, en segundo lugar, analizar el caso argentino; en particular, el período 2003-2015, sus avances y deudas pendientes.

desigualdad, trabajo e instituciones laborales
A nivel internacional, sea de manera conjunta con el crecimiento económico de los primeros años del siglo XXI, o a raíz de las duras consecuencias de la “Gran Depresión”, como se denominó a la crisis que comenzó en 2008, primero financiera, luego económica y finalmente social, el mundo fue testigo de un significativo aumento de la de​sigualdad.

Esta inequidad y esta de​sigualdad –de índole económica y social– afecta a millones de personas, porque también afecta sus derechos: el acceso a bienes sociales básicos como salud, educación, vivienda, trabajo y salario digno. Un hecho pionero en este proceso lo marca la creación en 2008, por el gobierno francés, de la Comisión para la Evaluación del De​sempeño Económico y el Progreso Social (CMEPSP, por su sigla en inglés) (Stiglitz, Sen y Fitoussi, 2009), 
que permitió avanzar en una creciente comprensión, que se extendió al campo político y académico, de que las políticas públicas en general y las medidas económicas en particular no deberían tener como único objetivo la maximización del PBI. Esto último, en la medida que pueda haber crecimiento económico que no impacte positivamente sobre la calidad de vida o el bienestar de los ciudadanos. El crecimiento económico por sí sólo está lejos de garantizar el bienestar o una mejor calidad de vida a los ciudadanos, como ya lo experimentaron la Argentina y otros países hermanos en la década de los noventa.

Precisamente por eso, entre las dimensiones adicionales a considerar, la CMEPSP jerarquiza el concepto de de​sigualdad y la principal recomendación del informe que presenta es: “Los indicadores de calidad de vida en todas las dimensiones cubiertas deben evaluar de​sigualdades de una manera comprehensiva [punto 3] […] [y] dar mayor importancia a la distribución del ingreso, al consumo y a la riqueza [punto 4]” (Ibídem, 2010: 59).

También el Índice de Desarrollo Humano (IHD), elaborado y aplicado por la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo
, combina los logros medios de un país en los ámbitos de la salud, la educación y los ingresos con la forma en que se distribuyen entre los ciudadanos, “descontando” al promedio obtenido en cada dimensión un valor que depende del nivel de de​sigualdad del país. Por tanto, el IDH-D es el nivel promedio de de​sarrollo humano sensible a la distribución.

Por ende, para avanzar en la inclusión social es necesaria una mejora en el bienestar de la sociedad, en la disminución de la de​sigualdad, en una distribución del ingreso equitativa en un marco de crecimiento económico. Ello delimita la idea de que las políticas públicas no pueden focalizarse sólo en el crecimiento del PBI. Y, al mismo tiempo, significa que no son las políticas macroeconómicas, en especial las fiscales y monetarias, las que determinan el bienestar de una población. Se requieren políticas generales coordinadas y específicas tendientes a mejorar el acceso a los bienes públicos y a los derechos para el logro de una reducción multidimensional de la de​sigualdad.

A diferencia del enfoque económico tradicional, deben integrarse las instituciones al análisis. Son estas las que determinan la coordinación y la regulación entre las distintas áreas y son el resultado de elecciones sociopolíticas. Las complementariedades existentes entre las instituciones permiten caracterizar distintas configuraciones que dan cuenta del modo en el cual interactúan, a la vez que destacan la importancia de las que se encuentran en lo alto de la jerarquía de la arquitectura institucional, representando el núcleo del compromiso social y político. En realidad, el planteo central y unánime es que la de​sigualdad no es una consecuencia del funcionamiento de la economía, sino el resultado de decisiones políticas expresadas en instituciones, y la jerarquía de estas es también un determinante del compromiso de cada Estado con su sociedad 
(Amable, 2005).

En esta línea, es necesario destacar el consenso de los organismos internacionales, académicos y estudiosos, acerca de que:
La inequidad no es inevitable. Es una elección hecha a partir de las reglas que estructuran nuestra economía. Las reglas que determinan el balance de poder entre lo público y lo privado, trabajadores y empleadores, innovación y crecimiento compartido y todos los otros intereses que hacen a una economía moderna (Stiglitz, 2015).
Como señala Piketty: 
“La historia de la distribución de la riqueza ha sido siempre profundamente política y no puede reducirse sólo a mecanismos económicos”.
Gráfico 1. Evolución de la de​sigualdad entre 1990-1995 y 2005-2010
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(Berg, 2015)


Nota: La medida utilizada es el coeficiente de Gini para el primer año entre 1990 y 1995, cuya información sea accesible y el último año entre 2005 y 2010, cuya información esté disponible. Debido a la limitación de datos de los países africanos se utilizó una definición menos estricta y tomamos información de los siguientes países y años: Burkina Faso: 1994 y 2003; Camerún: 1990 y 2002; República Central Africana: 1992 y 2003; Zambia: 1992 y 2003; Costa de Marfil: 1990 y 2002; Mauritania: 1990 y 2000; Mozambique: 1996 y 2005; Nigeria: 1990 y 2004; República de Tanzania: 1990 y 2001.

Fuente: Standardized World Income Inequality Database (SWIID).
Este mapa muestra claramente el aumento de la de​sigualdad en los países más ricos, sobre todo en lo que se denomina el “Norte”. Esto no significa que los países en los que aumentó la de​sigualdad sean los más de​siguales del mundo ni, a la inversa, que aquellos donde disminuyó, los más igualitarios. Lo que nos interesa destacar es que –al mismo tiempo que aumentaba la de​sigualdad en el mundo y, en especial, en los países de​sarrollados– se verificó una disminución que tuvo foco especialmente en la mayoría de los países de América Latina. Esto no impide que nuestra región sea, en términos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), “la más de​sigual del planeta”. En el marco de este continente más de​sigual –aunque no el más pobre–, resultado de una modernización basada en la peor distribución del ingreso del mundo, la de​sigualdad recorre cinco siglos de discriminación racial, étnica y de género. Pero esta última década fue promisoria en términos de reducción de la de​sigualdad. Para la región esto suponela presencia de otro valor, caro a sus habitantes, que requiere seguir profundizándose en la práctica: la democracia. Está claro que no puede haber igualdad sin democracia, de ahí el planteo sobre la necesidad de articulación entre el proceso de de​sarrollo económico, productivo, social y ambiental alrededor de la premisa de la igualdad, basada en la convicción de que hay que igualar para crecer y crecer para igualar (Bárcena, 2015).

Los datos de la Base Mundial 
sobre altos ingresos muestran que más allá del esfuerzo realizado en estos años, la de​sigualdad en nuestro continente –al menos en los países estudiados por el equipo de Piketty (Atkinson y Piketty, 2010)– 
aún es muy alta. Si bien no se encuentra la información sobre todos los países de la región en esa base, aquellos que fueron analizados confirman los altos niveles de de​sigualdad. De este modo, el 1% de la población más rica acumula en la Argentina el 16,75% de la riqueza (datos hasta 2003);

 en Colombia supera el 20% (datos hasta 2010), y en Uruguay el 14% (datos entre 2009 y 2011).
Según Amarante y Jiménez (2013?
), los cambios en los indicadores de de​sigualdad de la región han ocurrido de manera gradual y son apenas perceptibles en las variaciones interanuales, pero resultan evidentes al comparar períodos más largos. Durante el período 2002-2013, en quince de los diecisiete países considerados se evidencian mejoras distributivas reflejadas en la disminución del índice de Gini. Las excepciones son Costa Rica y República Dominicana, cuyos datos son superiores en 2013 respecto de 2002. Esta reciente tendencia a la baja es estadísticamente significativa y tuvo lugar en un contexto de crecimiento económico sostenido y reducción de la pobreza en la región. La tendencia a la disminución de la de​sigualdad fue más pronunciada a partir de 2008 (Cepal
, 2013). Sin embargo, la caída en los últimos años del precio de las commodities y los cambios políticos e ideológicos a nivel institucional generan mayores incertidumbres, menor crecimiento económico y un paulatino proceso de debilitamiento de las instituciones y de la protección social.

las causas de la de​sigualdad
Estudios recientes profundizaron el análisis acerca del efecto que la distribución funcional del ingreso tiene sobre las de​sigualdades y cómo afecta al conjunto del de​sempeño económico. Un informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), realizado de manera conjunta con el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, sostiene que “la tendencia a la caída de la participación del salario afecta a los principales agregados macroeconómicos, a través del consumo de los hogares, la inversión del sector privado, las inversiones y el consumo neto gubernamental”. También destaca que a pesar de una causalidad no demostrada “la caída en la participación de los trabajadores en el ingreso tiende a evolucionar ‘mano a mano’ con el incremento de las de​sigualdades de ingreso en el mercado”.

En otro proyecto realizado entre la República de Corea y la OIT surgen evidencias en esta misma línea. El marco analítico básico es que las instituciones del mercado de trabajo afectan la distribución del ingreso (la personal y la funcional entre capital y trabajo) que finalmente conforman el de​sempeño económico. El estudio también subraya que la caída de la participación laboral en el ingreso en los últimos años tiene una fuerte relación con el empeoramiento en la distribución personal del ingreso (índice de Gini) y otras medidas de de​sigualdad.
,

Por un lado, la distribución funcional del ingreso (la repartición entre capital y trabajo) impacta sobre los índices de de​sigualdad. Dado que el ingreso de los trabajadores es sustancialmente más bajo que los ingresos por el capital, una reducción permanente de la participación salarial incrementa la de​sigualdad por ingreso. La descomposición de la de​sigualdad por fuente de ingresos muestra que los ingresos laborales son el factor más importante que contribuye a la de​sigualdad. También debe destacarse que la de​sigualdad afecta al crecimiento del producto bruto interno (PBI), al reducir la demanda, disminuir ingresos al fisco y debilitar las expectativas a futuro, ya que es un obstácu​lo para el crecimiento y para el de​sarrollo económico.
trabajo, empleo y de​sigualdad en la argentina:
etapas de la economía y la dinámica laboral
El proceso de trabajo, de empleo y de ciudadanía en la Argentina tuvo una evolución dinámica, centrada en un proceso de industrialización tardío, en relación con los países de​sarrollados, aunque también oscilante debido a las perturbaciones políticas, a los gobiernos dictatoriales y a las profundas transformaciones tecnológicas y organizacionales del mundo del trabajo y de la economía. En homenaje a Aldo Ferrer, recientemente fallecido, recordaremos su último artícu​lo publicado, donde afirmaba que la Argentina alternó en el siglo XX entre modelos nacionales populistas y neoliberales, sin que ninguno pudiera consolidarse en el tiempo; aunque la comparación de resultados es muy favorable al nacional y popular (Ferrer, 2016).
A grandes rasgos, la primera década del siglo XXI encontró a la Argentina y a otros países latinoamericanos, buscando una vez más un sendero de de​sarrollo sostenible, que combinara crecimiento con equidad. La privatización de los activos públicos, la desregulación de los mercados y una fuerte exposición a la competencia internacional constituyeron en los años noventa los ejes del paquete de políticas neoliberales. El modelo social, vía la redefinición de dimensiones centrales de los regímenes laborales y de bienestar vigentes, fue totalmente dependiente del esquema de políticas de reforma económica. Cabe destacar que la reforma implicó un cambio más profundo que el mero giro de políticas e instrumentos, abarcando a la propia concepción de la relación entre política económica y social. Específicamente, a diferencia del modelo de industrialización por sustitución de importaciones (ISI) que, con todas sus inconsistencias macroeconómicas, suponía una articulación entre las dimensiones económica y social de manera que la política económica “endogeneizaba” los objetivos sociales,

 el modelo de los años noventa implicaba una suerte de de-linking entre ambas dimensiones al concebir el de​sarrollo sólo desde la economía, destacando un absoluto predominio del mercado y de la noción de eficiencia por sobre la de equidad. El enfoque dominante era que el crecimiento económico garantizaría por sí solo un “derrame” hacia lo social, por lo cual el progreso en esta esfera sería el resultado casi automático de este.

Paradójicamente, las experiencias de las etapas de la ISI y de reforma promercado culminaron de manera similar. Ambas de​sembocaron en profundas crisis financieras, con sus correspondientes episodios de no pago de la deuda externa, como asimismo en procesos graves de fractura institucional. Lo que reviste de un carácter trágico a la experiencia de los noventa son los niveles de de​sempleo, pobreza y de​sigualdad sin precedentes. El colapso institucional de 2001, en un contexto de convulsión social aguda, es el corolario de un período inédito de exclusión y marginación social que la Argentina llevó a cabo en poco más de veinte años. No resulta llamativo, en consecuencia, que una nueva orientación de la política laboral y de bienestar social se haya puesto en marcha (Lengyel y Novick, 2008).

Desde 2002, y en particular desde 2003, los regímenes de empleo y de protección social exhibieron un nuevo giro con respecto a la configuración adoptada en la década precedente. Este se dio en el marco de una nueva política económica que, a partir de un cambio en los precios relativos, hizo hincapié en la generación de un patrón de crecimiento con un sesgo mucho más integrador e inclusivo. Ello requirió no sólo de la aplicación de una batería de medidas macroeconómicas que promovieran el crecimiento y el empleo, sino también de la recuperación y resignificación del rol del Estado y de las políticas activas. Fundamentalmente, implicó la (re)articulación de las políticas económica, laboral y social, en contraposición con el enfoque de “de​senganche” entre ellas y de priorización de la dimensión económica que prevaleció en los noventa.
Los ejes conceptuales fundamentales de este giro fueron, por una parte, una nueva noción del trabajo no ya como un mero problema del mercado laboral, sino como eje articulador de las dimensiones económica y social y, al mismo tiempo, como elemento constitutivo de la ciudadanía; y, por la otra, la concepción del empleo como motor fundamental de la creación de riqueza y, por ende, del progreso social. Para esto, una premisa esencial fue el trabajo decente, es decir, productivo, protegido y vehícu​lo de un ingreso digno en condiciones saludables.

Sin embargo, a lo largo del período estudiado no siempre actuó y dominó un “círcu​lo virtuoso”, sino que hubo que enfrentar importantes de​safíos y situaciones desfavorables que ocasionaron fuertes dificultades en los resultados de algunas políticas. Los doce años que transcurrieron entre los tres períodos de gobierno de Néstor Kirchner y Cristina Fernández tuvieron etapas y momentos diferentes, condicionados tanto por situaciones de la economía como por la política nacional y la internacional. Hemos dividido la última década en etapas que reflejan diferencias en términos de la relación entre el de​sempeño económico, el contexto político global y local, el tipo de empleo creado predominantemente, y en la necesidad de implementar un esquema de políticas diferente en cada etapa.

Entre el período 2003-2008, antes del estallido de la crisis internacional, hubo una etapa de aumento del empleo formal, registrado, caracterizado por una importante tasa de creación de puestos de trabajo. Entre 2006 y 2008, la tasa de empleo no registrado cayó siete puntos porcentuales. En 2009, se registra el impacto de la crisis internacional y la caída en la creación de empleo. Posteriormente, se puede ver una recuperación entre 2010 y 2011, todavía con una alta creación de empleo formal en comparación con otro tipo de empleo. Desde 2012, la creación de empleo se estancó, al igual que la disminución del trabajo no registrado, a pesar de los esfuerzos y la legislación puestos al servicio de la lucha contra la informalidad.

Gráfico 2. Dinámicas del empleo (tasa de variación anual)
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El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTEySS) recuperó la capacidad de coordinación de las relaciones laborales, en el marco de la autonomía de las partes (empresarios y trabajadores). De hecho, el rol de articulación que tuvo el MTEySS en las negociaciones colectivas salariales anuales se convirtió en un determinante central de los salarios en la Argentina. La puesta en funcionamiento del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario en 2004, que había estado inactivo durante once años, constituyó un espacio importante para el diálogo tripartito. Esta función de coordinación y mediación estatal se puso de manifiesto también en la canalización institucional de los conflictos laborales.
Sin embargo, es necesario tener en cuenta que la existencia de mercados de trabajo heterogéneos y aún con alta precariedad reduce los márgenes de acción de la política laboral al no poder influir directamente sobre amplios segmentos de la población ocupada. Deben señalarse los distintos programas de empleo destinados a diferentes colectivos vulnerables, acompañados por políticas activas de formación articuladas sectorial y regionalmente, a través de mecanismos de diálogo tripartitos.
En relación con las políticas de ingresos, cabe mencionar los aumentos del salario mínimo vital y móvil, los incrementos de salarios pactados a través de la negociación colectiva, los aumentos salariales de suma fija, todas medidas que permitieron la recuperación de los salarios reales de los trabajadores registrados acompañados de una recuperación, aunque en menor proporción, del salario real de los trabajadores no registrados.

Estas políticas facultaron para que, una vez afianzado el nuevo régimen macroeconómico, comenzara a operar cierta reversión de las tendencias en los indicadores del mercado de trabajo. Su intensidad fue diferencial de acuerdo con la variable por analizar: el empleo se recuperó a gran velocidad desde 2003 y la pobreza se redujo sustancialmente. Otras variables, sin embargo, mostraron una recuperación menos intensa, como es el caso de la tasa de empleo no registrado ya mencionada.
Sin embargo, a pesar de la recuperación de estas instituciones y del empleo, el dinamismo de los salarios requirió mayor tiempo para recobrar la capacidad adquisitiva erosionada con la devaluación de la moneda. Aun cuando los salarios mostraron una senda ascendente y sostenida hasta 2008, las situaciones de precariedad y de bajos salarios que todavía experimenta un conjunto considerable de trabajadores hacen emerger la figura del “trabajador pobre”, fuertemente asociada a la carencia de inscripción en el sistema de la seguridad social, como un elemento importante en la composición de la pobreza.
las políticas para reducir la desigualdad
Como se dijo, la de​sigualdad no es sólo el resultado de mecanismos económicos, ya que el contexto legal e institucional juega un rol muy importante (Boyer, 2015; Amable, 2005). Un sinnúmero de estudios recientes (Berg, 2008
, 2015; OIT - OCDE, Declaración Ministros de Trabajo del G-20
) acentúan el papel central de las instituciones laborales y presentan evidencia empírica sobre su impacto en la mayor equidad en la distribución del ingreso. Entre ellas, se resalta la importancia de la negociación colectiva, el salario mínimo, el tipo de contrato de empleo dominante, la regulación del tiempo de trabajo, las políticas activas de empleo. Estas son una parte central de las políticas redistributivas, que impactan en la distribución del ingreso y, en particular, en la funcional y en la personal.

A continuación mencionamos algunos ejes de políticas considerados a nivel internacional para la reducción de la de​sigualdad, señalando lo realizado por la Argentina en el período en estudio.
políticas integrales enfocadas en la creación 
de empleo de calidad (pleno empleo como un valor social)
Dado que el empleo es la principal fuente del ingreso de los hogares, el de​sempleo tiene un impacto importante en el nivel de ingresos. Además, en la medida que el de​sempleo afecta a la población de menor nivel educativo −a los jóvenes, a las mujeres y a otros grupos vulnerables−, se incrementa la de​sigualdad del ingreso y, sobre todo, la disparidad de ingreso entre grupos. Además, el alto de​sempleo afecta a los salarios (y a su distribución) tanto de los que están de​sempleados como de aquellos que tienen una débil capacidad de negociación (individual o colectiva).

En esta dimensión está claro el rol de la política de inclusión encarada en la Argentina a partir de 2003, de la revalorización del trabajo, de su cultura y del fortalecimiento de los actores sociales. Se fortaleció –aunque no con la misma intensidad en todo el entramado gubernamental– el concepto de trabajo digno como un elemento clave para la justicia social, la aplicación de derechos y el logro de ciudadanía. Y se trató de jerarquizar el concepto de un trabajo digno, “decente” como lo denomina la OIT, con salarios proporcionados/conformes y representación sindical. Se incorporó a grupos tradicionalmente excluidos de estos derechos como los trabajadores/as de casas particulares y los peones rurales.
Con el objetivo del pleno empleo, en términos cuantitativos puede mencionarse que la tasa de de​sempleo cayó dieciocho puntos, pasando del 24, en 2003, al 5,9% en 2015, lo que significó una disminución superior al 73%. La de​socupación de los jóvenes pasó del 33 al 19%, con un aumento significativo del porcentaje de los trabajadores menores de 24 años registrados en empresas privadas.
políticas laborales y diálogo social
Una de las instituciones más mencionadas respecto de la participación de los trabajadores en el ingreso y, consecuentemente, en la distribución personal, es la negociación colectiva. En general, la evidencia señala una relación robusta con la fortaleza sindical (y la capacidad de negociación) así como con la densidad sindical. 
Distintos estudios nacionales muestran que la dispersión salarial es mucho menor en los sectores sindicalizados que en aquellos que no lo están (Freeman y Medoff, 1984; Gosling y Machin, 1998; Hara y Kawaguchi, 2008). En esta materia, el proceso argentino de 2003-2015 fue emblemático; y en él se evidenció un importante incremento de la cantidad de negociaciones colectivas: en 2008, se homologaron 1231 convenios y acuerdos, 1025 en 2007 y 1963 en 2014, cifras que contrastan con el promedio de 190 negociaciones anuales de la década de los noventa.

Al mismo tiempo, se puso en marcha desde 2003 un proceso dinámico y creciente en materia de recuperación y fortalecimiento de las relaciones laborales a través la promoción e implementación de los mecanismos de incentivación de la negociación colectiva, acompañado de la convocatoria al Consejo del Salario, lo que recuperó una institución que tiene un efecto nivelador para los sectores más bajos de la escala salarial, y también un efecto económico por la demanda agregada que genera sobre el conjunto de la economía. Hubo una revitalización de los sindicatos (Echemendy y Collier, 2007), una recuperación del salario real y un fuerte incremento del salario mínimo. Se crearon instancias de diálogo social, sea para políticas de género, formación laboral, trabajo en casas de familia o trabajo agrario (Echemendy, 2011; Cappelletti y Marx, 2015).[image: image4.jpg]



la política del salario mínimo
Constituye otra estrategia que puede mejorar la participación de los ingresos laborales y reducir otras inequidades. El salario mínimo de acuerdo con bibliografía reciente y estudios empíricos (Belser y Rani, 2015) es una herramienta efectiva para reducir las asimetrías salariales y disminuir la incidencia de los salarios bajos, tanto en los países de​sarrollados como en los en vía de de​sarrollo (Maurizio, 2010
). Actúa también como un “efecto de demostración” para trabajadores informales y sus empleadores (Kostzer, 2009; Marinakis, 2007). Es, asimismo, un elemento de la macroeconomía, ya que además tiene un impacto importante en la demanda doméstica. A pesar de estas evidencias, algunos debates señalan que la política del salario mínimo podría no estimular el reingreso de trabajadores al mercado de trabajo, sobre todo en los países industrializados.

Tanto en el caso argentino como en el brasileño y el uruguayo –como lo señala Maurizio (2014)–, el salario mínimo actuó no sólo en la reducción o de​saparición de trabajadores pobres , sino también en una significativa mejora de la de​sigualdad. En la Argentina, se incrementó en términos nominales un 2930% (al aumentar de 200 a 6060 pesos luego de haber estado congelado durante diez años) y también en términos reales.
políticas para la reducción de la informalidad 
y la segmentación laboral
El incremento de los contratos o empleos a media jornada o temporarios en los países de​sarrollados y la persistente informalidad en aquellos en vías de de​sarrollo son poco favorables dados los resultados que se expresan en el mercado de trabajo, como en déficits salariales. Los estudios recientes muestran que el incremento de contratos temporarios tiende a exhibir mayor de​sigualdad salarial, aun considerando otros factores (Cazes y de La Iglesia, ILO 2015
). Especialmente en las economías emergentes, la fuerte incidencia de la informalidad está asociada con altos niveles de de​sigualdad en el ingreso. Una importante literatura teórica y empírica al respecto (Chong y Gradstein, 2008; Johnson, Kaufmann y Zoido-Lobatón, 1998; Mishra y Ray, 2010) concluye que este fenómeno depende de la diferencia relativa entre el sector formal y el informal, y de la dinámica salarial diferencial por su expresión en las características de de​sigualdad entre ambos sectores. Una reciente investigación realizada en cinco países latinoamericanos muestra que la reducción de la de​sigualdad está fuertemente asociada con la disminución de la informalidad (Amarante y Amir, 2015). El estudio prueba que el resultado es similar –a pesar de las diferentes políticas implementadas– en Brasil, Ecuador, Uruguay y la Argentina.
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políticas universales de protección social
Las políticas impositivas progresivas y no regresivas, acompañadas de medidas activas de empleo y protección, pueden reducir la de​sigualdad. Uno de los modos es la interacción entre la oferta y la demanda del mercado de trabajo, muchas veces de​sajustadas no sólo por el famoso missmatch entre la oferta y la demanda, sino por las dificultades de intercambio de información o desconocimiento de empresas y trabajadores de los canales. En esa línea, los Servicios Públicos de Empleo –inexistentes en la Argentina hasta 2006– cumplen una función ineludiblemejorando la información y la participación laboral. De hecho, se instalaron a nivel municipal más de seiscientas oficinas de empleo con un rol de intermediación.
Las pensiones (contributivas y no contributivas) constituyen una de las políticas de mayor poder distributivo (en algunos países es más del 80% del conjunto de las transferencias directas a los hogares) para la población mayor y cambian según el tipo de diseño del modelo de seguridad social. Las moratorias previsionales (2005, 2009 y 2014) permitieron alcanzar una cobertura de más del 90% de la población mayor de 65 años en el país.
Los programas de transferencias condicionadas, como se los denominó en América Latina (Programa Jefes de Hogar en 2002 en la Argentina, Progresar/Oportunidades en México, Bolsa Familia en Brasil, entre otros que se extendieron a la mayoría de los países de la región) y a la Asignación Universal por Hijo (AUH) –entendida como un derecho y no como un programa al extender los derechos de los hijos de trabajadores registrados al conjunto de los de trabajadores de​socupados o informales– demostraron una eficiencia significativa en la mejora de las condiciones de vida de esas familias y una herramienta útil para la igualdad de oportunidades. Es así como los programas de transferencias de ingresos, focalizados en la población vulnerable, se orientaron a reducir la incidencia de la pobreza por ingresos en el corto plazo, mientras en el mediano y en el largo plazo algunos apuntaron a incrementar las capacidades y competencias de la población. Esta modificación de la política de protección social puso en el centro a los niños y adolescentes, cuyos padres se encuentran por fuera de los derechos que brinda una relación laboral formal. Por lo tanto, la AUH constituye una nueva fuente de ingreso clave para los hogares más vulnerables de la Argentina. Conocido el hecho de que para los estratos sociales más vulnerables las inserciones inestables en el mercado de trabajo generan altas tasas de entradas y salidas, la AUH establece un quiebre en esta dinámica. Por un lado, funciona efectivamente como un estabilizador de los ingresos de los hogares, protegiéndolos de la caída en la estructura distributiva. Por el otro, sumada a los ingresos laborales, colabora para que algunos hogares suban en esta estructura. El estudio de la participación en el mercado de trabajo aporta indicios de que los integrantes de hogares beneficiarios de la AUH no se han visto de​sincentivados de su participación en ese mercado y en el empleo (Bustos, Villafañe, TOE
, 2011).
consecuencias de las políticas laborales 
y de protección social sobre la de​sigualdad
Este conjunto de políticas –incompletas, mejorables y perfectibles– acompañadas de las políticas macroeconómicas, fiscales, sociales, produjeron una importante mejora en la igualdad, al menos hasta 2015. Seguramente, esta caída en la de​sigualdad se amesetó o disminuyó en el último trimestre de 2015 y el primero de 2016, a raíz de la estampida de precios en productos y servicios (Panigo y otros, 2016), que afecta sobre todo a las capas más bajas de la sociedad.

Gráfico 4. Evolución de la distribución del ingreso personal. Índice de Gini del ingreso per cápita familiar (IPCF)
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Como se observa en el gráfico anterior, la caída en el coeficiente de Gini mejoró un 21% después de un proceso de aumento de la de​sigualdad constante durante la década de los noventa. Las mejoras en este índice se explican mejor cuando se analizan sus componentes (Trujillo y Villafañe, 2011) y se demuestra la importancia que tuvo el peso del l componente laboral salarial en esta mejora de la igualdad sobre el conjunto de los trabajadores, principalmente en los asalariados registrados (44%), en los independientes e, incluso, en los no registrados. Jubilaciones y pensiones tienen también un peso cercano al 20%.
Gráfico 5. Descomposición del cambio en el índice de Gini, entre 2003 y 2014
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Fuente: Trujillo y Villafañe (2011).

A pesar de ello, y como lo señaláramos al principio de este capítulo, aún somos una sociedad de​sigual e inequitativa. Incluso con la importante mejora del índice de Gini, la Argentina está lejos de los parámetros más igualitarios de los años cincuenta o de los setenta. Los cambios pendulares en las políticas muestran muy rápidamente su fragilidad, que en materia económica se han denominado stop and go, y suelen estar asociadas a períodos de retroceso y/o pérdida de bienestar social

Estos doce años que analizamos constituyen un claro avance en materia de los derechos y la institucionalidad laboral, facilitado por un contexto económico ventajoso. La volatilidad política de la Argentina pone en cuestión la fortaleza de ese entramado institucional que sólo los actores del mundo del trabajo pueden consolidar.
deudas y asignaturas pendientes
Sin duda, resulta acuciante resolver la inequidad y la exclusión que persisten en el país pese a los avances en materia de reducción de la pobreza y pobreza extrema. El crecimiento económico sirvió de marco para un giro de políticas económicas y sociales que no terminaron constituyéndose e institucionalizándose en un nuevo modelo. Se avanzó hacia un mercado de trabajo menos segmentado, al mismo tiempo que hubo transformaciones significativas en materia de protección social y, sobre todo, de recuperación de la institucionalidad laboral; pero no se logró una transformación de la estructura productiva y, por ende, tampoco de la social, a pesar de los enormes esfuerzos realizados.

estructura productiva e innovación
En esta asignatura pendiente, reconocemos un espectro de políticas de diferente tipo, más cercanas o más lejanas, endógenas al tema laboral o aparentemente exógenas, 
pero siempre conectadas y con impacto sobre el empleo, su cantidad y su calidad. No es objetivo de este capítulo realizar un de​sarrollo de estas políticas no endógenas, sino profundizar sobre los temas laborales. Sin embargo, creemos imprescindible hacer una breve mención al tema. A pesar de que entre 2003 y 2013 se crearon algo más de 202 000 nuevas empresas privadas (15 000 industriales), o sea, un aumento del 50% en el stock empresario, lo que evidencia un proceso de reconstitución del tejido económico luego de la crisis de 2002 y un período expansivo de la población de empresas, no puede decirse que estemos en presencia de lo que los economistas denominan un “cambio estructural”. La idea de que la generación de empleo está estrechamente vinculada con la estructura productiva implica poner el foco de la preocupación en los procesos innovadores, en el de​sarrollo de capacidades, en la adopción de nuevas tecnologías y en los procesos de generación del conocimiento, los que, actuando sobre las competencias de las firmas, determinan mayor competitividad y condicionan la generación de empleo. Las diversas investigaciones realizadas –muchas de las cuales se hicieron en el Ministerio de Trabajo durante el período 2003-2015 (Novick y Redondo, 2013; Cimoliy Correa, 2003; Anlló, Lugones y Peirano, 2007, citado por Barletta en libro TIC
)– muestran que estamos frente a una difusión importante de tecnologías de la información y la comunicación (TIC) pero, en general y salvo excepciones en las grandes empresas y de inversión extranjera direca (IED)
, no son de alta complejidad. Esto tiene su efecto en la creación de empleo de calidad, sobre todo por el escaso número de cadenas de valor más complejas y con alto valor agregado.

La equidad también se construye sobre la base de un sistema productivo con capacidad de asimilar y generar conocimiento e innovación y difundirlos a través del conjunto, el tejido económico y productivo. Esto requiere un dispositivo industrial integrado y abierto, participación en los mercados internacionales a través de la especialización productiva y con valor agregado. Se trata de generar de​sarrollo no sólo a través de la explotación de recursos naturales, sino también en el pleno de​senvolvimiento de las actividades fundadas en la ciencia y la tecnología (sea en sectores de base tecnológica, como biotecnología, electrónica, informática y bienes de capital, pero también atravesando el conjunto de los sectores industriales y de servicios). Por lo tanto, el de​sarrollo de un modelo con equidad requiere la creación de condiciones endógenas para generar progreso técnico, difundirlo e integrarlo en el tejido productivo y social.
segmentación e informalidad
Se mencionaron los esfuerzos realizados con un conjunto de políticas sobre la cultura del trabajo y la lucha sobre
 la segmentación laboral. Sin embargo, la informalidad no pudo descender desde el 33%, lo cual demuestra –más allá de la diversidad en su interior– que una economía heterogénea, con sectores de baja productividad y cierta insuficiencia o debilidad en las políticas aplicadas, no logró la instalación y el fortalecimiento de la “cultura” del trabajo ni en empleadores ni trabajadores.
La cultura de la informalidad está acentuada también en el imaginario de los actores. Para el empresario, parecería “ser barato” y, para el trabajador, en algunos sectores, es válido “mejor tener cualquier trabajo que no tenerlo”, lema vigente en los años noventa que no se ha erradicado por completo.
El problema de la tercerización o “subcontratación fraudulenta”, a pesar de su envergadura y hechos de fuerte contenido mediático, no se atacó suficientemente. Desde hace varias décadas –y en el marco de la actual fase de la globalización–, en la búsqueda de mejoras en la calidad y reducción de precios, los modelos productivos han cambiado hacia una mayor subcontratación y tercerización de procesos o etapas de la producción. Los hay virtuosos, cuando se externalizan tareas o actividades productivas especializadas, sea de servicios de alta calificación, como la ingeniería de mantenimiento de equipos especializados, u otras tareas que suelen ser intermitentes; como también de carácter espurio o de baja gama, en el que la subcontratación se delega en terceros para la reducción o externalización de costos y responsabilidades laborales. La bibliografía ya mostró una heterogeneidad de situaciones que es necesario diferenciar (Humphrey y Schmitz, 2002; Novick y Gallart, 1997; Knorringa, 1999
). En el caso de América Latina, se realizaron importantes estudios cuyo objetivo era identificar las particularidades que las vinculaciones entre firmas adquieren en la región, sus formas de surgimiento, sus dificultades, etc. (Novick y Gallart, 1997; Paiva Abreu, 2000; Araujo Guimaraes y otros, 2001
; Yoguel, Novick, Milesi, Bisang, , 2005
).
La visión actual de la OIT sobre cadenas globales de suministros está centrada en su preocupación por los sistemas “espurios”. De este modo, señala que este proceso de producción globalizada fue posible gracias a la fragmentación del ciclo de producción y a su dispersión por medio de sistemas organizados a escala mundial, centrados en el interés de las empresas por maximizar los beneficios. Desde entonces, los sistemas de producción se establecen sobre todo en los lugares en que existe mano de obra barata y no sindicalizada. Las condiciones laborales se ven sumamente afectadas y están muy lejos de los altos niveles alcanzados en los países industrializados. Las cadenas y redes mundiales de producción que se crearon en este contexto redefinieron por completo la composición de la fuerza de trabajo y las relaciones laborales en todo el mundo. Este proceso condujo a una espiral negativa, en la que los gobiernos nacionales y locales crean ventajas comparativas artificiales insostenibles, reduciendo las normas del trabajo, recortando las disposiciones en materia de bienestar social y concediendo exenciones fiscales.
 
La Argentina no sólo no está exenta de este proceso, sino que las principales y más grandes empresas del país hacen uso de estas modalidades espurias (Senén González, 1998; Ynoub, 2012; Basualdo, 2014), que no son controladas ni están sujetas a una legislación especial (salvo en lo que se refiere a la empresa “cliente” como solidaria responsablemente).
sistema de relaciones laborales
Un tema pendiente –aunque no se agota en las políticas del último período, sino que es general en el mundo del trabajo– es lo que hace al sistema de relaciones laborales y su de​sarrollo. El sindicalismo argentino –en tanto movimiento obrero organizado– nació en la etapa política del primer peronismo (1945-1955), a la sombra de un Estado de bienestar, que hizo del trabajo un valor y del sindicalismo organizado su “columna vertebral”. Los rasgos esenciales del núcleo duro institucional que le dio identidad, tradición y presencia al sindicato en la Argentina son, a nuestro juicio, la negociación colectiva centralizada, el modelo de unicidad sindical y la estructura de las obras sociales (Novick y Tomada, 2001). En los años noventa, se intentó debilitar/destruir gran parte de los rasgos de este “modelo”, ya que prevaleció un sistema de descentralización en subsistemas de relaciones de trabajo –particularmente en las grandes empresas–, lo que permitió importantes cambios, sin grandes conflictos, que produjeron un debilitamiento del sindicalismo, una reducción en la tasa de afiliación, tanto por la caída y la precarización del empleo, como por la privatización de empresas públicas, y el incremento en la dinámica de subcontratación y, por consiguiente, de la precariedad. Además, se trató de desregular las obras sociales, que el sindicalismo logró “morigerar”, y se bajó el nivel de negociación a la empresa.
En estos últimos años, el sistema de relaciones laborales vigente puede ser descripto en términos de un modelo en el que prevalece la coordinación entre el Estado, las instituciones y los actores de las relaciones laborales, con todas las dificultades que ello implica. Como se señaló, se produjo una fuerte recuperación de las instituciones laborales, sobre todo de la negociación colectiva y un sistema tripartito para la fijación del salario mínimo, un modelo institucional “prolabor”, pero con un fuerte rol promotor por parte del Estado.

Sin embargo, podríamos mencionar que el sindicalismo argentino –a pesar de la mencionada “revitalización” dada por una alta tasa de agremiación y poder económico, y a diferencia de lo que sucede a nivel internacional– fue básicamente reivindicativo, sobre todo en lo salarial y en intentar sostener el poder gremial en lo económico y en lo político. De hecho, las cláusulas predominantes en los convenios colectivos en el último período continuaron concentrándose en salarios, en reivindicaciones gremiales y algo en higiene y seguridad. No hubo mayores avances ni en materia de mayor demanda de información, ni de participación en los cambios técnicos, y aunque se introdujeron cláusulas de capacitación, no siempre tuvieron carácter obligatorio para el empleador.
Pero lo más significativo, en un universo cambiante y en un mundo laboral pleno de incertidumbre hacia el futuro, es la ausencia de preocupación sobre el necesario nuevo papel del sindicalismo en esta globalización, con muchas fuerzas en tensión, un avance significativo de los poderes financieros, sistemas de tercerización precarizantes, etc. La fragilidad de la representatividad política 
actúa sobre el comportamiento sindical, que suele elegir opciones políticas sólo en términos de eventuales reivindicaciones coyunturales, y no en función de proyectos estratégicos.

conclusiones
Podríamos sintetizar lo dicho hasta aquí parafraseando una vieja publicidad que sostenía “has recorrido un largo camino”, ya que en materia de institucionalidad y logros laborales se ha avanzado sustantivamente. El mundo del empleo, del trabajo y de los actores sociales que lo integran recuperó instituciones fundamentales como la negociación colectiva, el salario mínimo, la inspección laboral. En materia de empleo, políticas activas para los sectores más vulnerables, una inversión sustantiva en mejora de competencias, en formación para un mejor acceso al mundo del trabajo a ocupados y de​socupados, hombres y mujeres, jóvenes y mayores. Sin embargo, hay debilidades y asignaturas pendientes significativas. La segmentación del mercado de trabajo permanece tanto en términos de formalidad-informalidad como por edad, sexo, región y nivel educativo, entre otros. No haber podido disminuir aún más el trabajo no registrado o las condiciones de​siguales y de precarización en la tercerización o cadenas de suministros es una tarea pendiente hacia una menor de​sigualdad. Avanzar en una mayor equidad de género en materia transversal (y no solo en cuanto a legislación) también lo es. La brecha salarial por género continúa vigente y las dificultades de acceso al mercado de trabajo de las mujeres en condiciones favorables son el resultado de políticas integrales no implementadas en materia de política de cuidados. El crecimiento, por sí solo, no es una condición para la mejora del bienestar; se requieren cambios profundos y estructurales para que el crecimiento no se base en la explotación de los recursos naturales sujetos a mercados volátiles y especulativos. El rol de los actores sociales, empresarios y sindicatos es decisivo tanto en la política de cambios estructurales como en la defensa de los derechos y las instituciones recuperadas. Es necesaria una consistencia de políticas de diferente tipo, y se requiere, sobre todo, la reivindicación del valor de la igualdad de oportunidades, dederechos y de acceso a los bienes sociales. Y es imprescindible una toma de conciencia, la defensa y lucha por la preservación y extensión de estos derechos para no reiterar el stop and go no sólo de la economía argentina, sino de los movimientos pendulares en el bienestar y en la justicia social.
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� No se ahondará aquí sobre el debate en torno del fin del trabajo, pero existe una vasta literatura abocada a este tema que permite distinguir posiciones que van desde aquellas que bendicen esa situación por las oportunidades que propicia para la de�salienación del hombre, pasando por las que tienen una impronta pesimista y sugieren políticas para mitigar las consecuencias de la crisis de las sociedad salarial, hasta aquellas que rechazan esa tesis, sin desconocer por ello la magnitud de los cambios ocurridos en los procesos productivos (Gorz, 1982, 1998; Offe, 1985; Habermas, 1989; Beck, 1998, 2000; Rifkin, 1995; Castel, 1997; Harribey, 2001; Husson, 1998). Para una breve revisión sobre este debate, véase De la Garza (1999, 2007).


� Dos países con diferente distribución de logros pueden tener el mismo valor promedio de IDH. En una situación de igualdad perfecta, el IDH-D es idéntico al IDH, pero es inferior a este cuando aumenta la de�sigualdad. La diferencia entre el IDH-D y el IDH es el costo que supone la de�sigualdad para el de�sarrollo humano; dicho de otro modo, la pérdida de de�sarrollo humano debido a la de�sigualdad. El IDH-D permite establecer un víncu�lo directo con las de�sigualdades en las distintas dimensiones, puede ayudar a orientar las políticas hacia la reducción de la de�sigualdad, y sirve para conocer mejor las de�sigualdades entre la población y su contribución al costo total del de�sarrollo humano (PNUD).


� Labour Markets, Institutions and Inequality. Building Just Societies in the 21st Century Edited by Janine Berg, Senior Development Economist, International Labour Office, Switzerland.


� Como dato curioso, puede señalarse que el estudio sobre la Argentina en los años de las primeras presidencias de Perón (1946-1955) coincide con una declinación clara en el porcentaje de ingresos del percentil más alto que descendió al 15,3% en 1953. Esto fue especialmente a expensas de la renta rural por la acumulación de reservas internacionales y los ventajosos términos de intercambio después de la Segunda Guerra Mundial y la Guerra de Corea. El gobierno peronista profundizó el proceso de industrialización empujado por la necesidad de sustituir importaciones durante la Guerra (Alvaredo, en Atkinson y Piketty, 2010??). Un importante instrumento en la política peronista fue el IAPI (Instituto Argentino de Promoción del Intercambio) que estableció un monopolio del Estado sobre las exportaciones y limitó las ganancias de los grandes latifundistas, Esta gestión estatal parece haber sido una importante herramienta en extraer una parte de surplus de los exportadores El IAPI fue de�sactivado inmediatamente después de que Perón fuera depuesto en 1955.


� La consolidación fiscal en 17 países de la OCDE en el período 1978-2009 tiene también efectos distributivos en el incremento de la de�sigualdad y la disminución de la distribución del ingreso


� Al mismo tiempo, la baja participación en el ingreso es un subproducto de la desregulación del mercado de trabajo, apertura del comercio internacional y cambio tecnológico. En promedio, se calcula que un 1% de disminución en la participación en el ingreso de los trabajadores incrementa en índice de Gini en un 0,7%.


� Las políticas de la distribución del ingreso pueden ser procapital (profit-led) o protrabajo (wage-led) (Lavoie y Stockhammer, 2015). Las primeras son aquellas que resultan de una caída de la participación de los salarios en el ingreso nacional en el largo plazo, mientras que las wage-led resultan de un aumento de la participación salarial, asociadas a las que buscan un estado de bienestar más robusto, más fuerte. Uno u otro establecerán un sistema salarial que esté por arriba o por debajo de la productividad laboral. Pero, a su vez, un régimen económico es también resultado de cómo actúa la opción capital versus trabajo sobre el crecimiento de la economía. Pueden oponerse y generar efectos contradictorios, porque un régimen económico no puede ser entendido como un régimen diseñado por la política económica, sino como determinado por la estructura institucional de la economía. 


� 


� Entre 2001 y 2008, la recuperación del salario real de los trabajadores privados registrados ha sido de 42% mientras que la de los trabajadores no registrados fue de 11% (SSPTyEL - Indec).


� Según estimaciones recientes de la OIT, aproximadamente uno de cada cinco trabajadores de�sempeña sus funciones en las CMS1. Si bien es difícil estimar el número exacto de trabajadores que participan en las cadenas mundiales de suministro teniendo en cuenta el número abrumador de trabajadores de la economía informal que pueden estar vinculados con CMS, existe un consenso acerca de que el número de trabajos vinculados con CMS está creciendo. La Unctad estima que aproximadamente el 80% del comercio mundial está vinculado con redes internacionales de producción de empresas multinacionales (EMN), y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la Organización Mundial del Comercio (OMC) han estimado que entre el 60 y el 80% del comercio mundial pasa por las CMS. 


1 Véase el sitio web: <www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_370222/lang–es/index.htm>.
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